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PEREIRA – RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, veinticuatro de septiembre de dos mil nueve.

Acta número 0079 de septiembre 24 de 2009.

Hora: diez de la mañana (10:00 a.m.)
En la fecha y hora señalada, se da inició a la audiencia pública, en la que no participa el Dr. Hernán Mejía Uribe por encontrarse impedido para conocer de este asunto, con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la actora contra la sentencia proferida por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta capital el 8 de mayo del año que corre, en el proceso ordinario que la señora MARÍA EDILMA HERNÁNDEZ BERMÚDEZ en nombre y representación de la menor PATRICIA LUCÍA LENIS HERNÁNDEZ,  adelanta en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. 

El proyecto presentado por el Ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala conforme consta en el acta arriba referenciada, corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Con la asesoría de apoderado judicial, pretende la actora en representación de la menor Patricia Lucia Lenis Hernández que se le reconozca la pensión de sobrevivientes a la que tiene derecho en su calidad de hija de la causante Flor Adiela Hernández Bermúdez; en consecuencia que se ordene el pago de la pensión en forma vitalicia y se reconozca y pague de manera retroactiva a partir del 10 de junio de 2003, con los incrementos anuales y las primas o mesadas adicionales de junio y diciembre, así como los intereses de mora previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 más las costas y agencias en derecho que se ocasionen con el proceso y lo que resulte probado extra y ultra petita.     

Fundamento de hecho de tales pretensiones, son los que a continuación se sintetizan:

La señora Flor Adiela Hernández Bermúdez cotizó en vida para los riesgos de invalidez, vejez y muerte, nació el 18 de agosto de 1957 y falleció el 10 de junio de 2003 en España, procreó a la menor Patricia Lucia Lenis Hernández, quien nació el 26 de febrero de 1996, y fue reconocida por su padre, el señor Boris Francys Lenis Amu, quien luego la abandonó cuando se produjo el fallecimiento de su madre, quedando bajo la custodia de la ahora demandante como guardadora legítima, calidad que le fue otorgada a través de decisión judicial emitida por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Dosquebradas el 13 de abril de 2005. Agotó la reclamación administrativa ante la entidad demandada el 29 de noviembre de 2005, pretendiendo el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, la que le fue negada el día 11 de mayo de 2006 por medio de la Resolución No. 2652 de 2006. Se afirma en la demanda que cuando se produjo el deceso de la pensionada contaba con un total de 701 semanas, sin presentar cotizaciones dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a su fallecimiento, pero al contar con 37 años de edad al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, es beneficiaria del régimen de transición, reuniendo de esta manera los requisitos previstos por el Acuerdo 049 de 1990 para acceder a la prestación solicitada.      

Admitida la demanda en auto del 3 de julio de 2008, se ordenó correr el traslado del caso a la entidad accionada la que, notificada en forma personal allego escrito, a través de apoderado judicial, aceptando los hechos primero, segundo, quinto, sexto, séptimo y  octavo señalando sobre los demás que no se acreditan en debida forma, en consecuencia se opuso a las pretensiones argumentando que carecen de fundamento de hecho y de derecho. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Falta de causa por incumplimiento de los requisitos legales mínimos”, “Pago parcial”, “Compensación” y “Prescripción”. 

Seguidamente se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, se cumplió con el intento conciliatorio en donde se declaró superada la fase conciliatoria ante la incomparecencia de la parte demandante, imponiéndose a las sanciones previstas en la norma, no se corrió traslado de las excepciones ni se fijó el litigio por las mismas razones y, finalmente, se decretaron las pruebas solicitadas por las partes, las que se lograron evacuar en su integridad, obrando en el expediente las de carácter documental aportados por las partes en sus libelos y las recibidas en el curso del proceso, así como las que de oficio se decretaron.   

Se emitió la sentencia de primera instancia, en la que la Jueza declaró que no hubo satisfacción completa de las exigencias legales para el reconocimiento del derecho a obtener la pensión de sobrevivientes deprecada, debido a que no acreditó el porcentaje de fidelidad; pues observó que la demandante no cumplió a cabalidad con las exigencias determinadas por la Ley 797 de 2003 en concordancia con el artículo 1º de la Ley 860 de 2003 por lo que negó sus pretensiones, pese a que se ha peticionado la aplicación del principio de favorabilidad o condición más beneficiosa, indica que dicha figura para este caso específico no puede invocarse porque no se está en presencia del conflicto surgido por la variación de condiciones que introdujo el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990. Por ello no se puede atender ninguna de las pretensiones planteadas en la demanda, ni siquiera por aplicación del principio de la favorabilidad o condición más beneficiosa. 

Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por el apoderado judicial de la parte actora, quien sustentó la alzada en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta que la Seguridad Social en Colombia está orientada desde su concepción sobre una base de principios generales. Por ejemplo la Ley 100 de 1993, con respecto al Sistema General de Pensiones establece principios como el de solidaridad y universalidad, esenciales en aquellos asuntos vinculados con el reconocimiento y pago de las pensiones. Cita un fallo de la Corte Suprema de Justicia en el cual se aplica la condición más beneficiosa, para conceder pensión de sobrevivientes, conforme al mandato Constitucional. 

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES

Competencia.

Resulta competente la Judicatura para desatar la alzada interpuesta en este caso por el apoderado de la actora, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico a resolver.

El intríngulis jurídico a tratar en este caso, se centra en lo tocante a la normatividad que resulta aplicable para determinar la concesión de la prestación económica de sobrevivientes y la aplicabilidad, en esta materia, del principio de la condición más beneficiosa.

Ninguna discusión amerita la regla general para determinar la normatividad aplicable a la pensión de sobrevivientes, pues se ha decantado suficientemente que debe regirse por la legislación vigente al momento del fallecimiento del afiliado, que es cuando nace el derecho a la prestación pensional para sus causahabientes. Lo que ha entrañado múltiples complicaciones al tema, son las excepciones a esa regla general de determinación de la norma reguladora, puntualmente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, en virtud del cual se ha determinado en múltiples oportunidades, que resulta posible acudir a una legislación anterior, con el fin de determinar la concesión o no de la gracia pensional.

En virtud de ese principio básico de la seguridad social, se ha determinado que, por ejemplo, personas que en vigencia del Acuerdo 049 de 1990 o del texto original de la Ley 100 de 1993, dejaron causada la pensión a sus beneficiarios y su deceso se presenta con posterioridad al cambio legislativo, pueden acceder aquellos a la prestación económica respectiva en aplicación de la antigua normatividad, siempre que el total de aportes requerido se haya efectuado en vigencia de ese cuerpo legal.

Sin embargo, estima la Colegiatura pertinente aclarar que la aplicación de este principio debe restringirse a los eventos en los que se presenta un cambio no de leyes, sino de sistema, es decir, se modifique la organización, bases filosóficas, prestaciones, entidades y demás aspectos que conforman todo el conjunto de la seguridad social y el legislador no prevea un régimen transicional para evitar el dislate de los intereses de los afiliados del mismo.

Esto es, precisamente, lo que ocurrió cuando el 1º de Abril de 1994, entró en vigencia la Ley 100 de 1993, que trajo consigo una profunda reforma estructural del sistema, cambiándose sus bases axiológicas, los sub regímenes pensionales, ingresándose a nuevos entes como administradores de pensiones y, en general, presentándose una reforma del sistema en todas sus formas, prestaciones y demás. 
En esa oportunidad, el legislador tuvo a bien establecer unas normas transicionales, pero encaminadas únicamente a la protección de ciertos aspectos de la pensión de vejez, mas nada se dijo respecto a las prestaciones por invalidez o muerte, caso en el cual, para no afectar derechos pre-adquiridos o legitimas expectativas, se ha dispuesto pacíficamente, como se dijo antes, la aplicación del mentado principio de la condición más beneficiosa.

Sin embargo, no puede ocurrir igual situación o darse igual tratamiento al cambio legislativo ocurrido, entratándose de la pensión de sobrevivientes, con la Ley 797 de 2003, pues el sistema en su estructura toral permanece incólume y lo que ocurrió fue que, el legislador haciendo uso de la configuración legislativa que tiene respecto de los derechos sociales, como lo es el de la seguridad social, decidió, atendiendo motivos de sostenibilidad y equilibrio en la financiación del sistema, incrementar los presupuestos para acceder a la sustitución pensional. Y si bien no se estableció un régimen de “transición” o término de acoplamiento de ambos cuerpos normativos no resulta posible la aplicación del principio de la condición más beneficiosa.

Recientemente, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral se pronunció sobre el asunto en cuestión, apoyándose entre otras, en las siguientes consideraciones:

“Por lo demás, no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero sí las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original. 

En efecto, el principio de la condición más beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, (150 semanas de cotización dentro de los 6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, ó 300 semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6° del Acuerdo 049 de 1990 del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior. 

Sin embargo, esta no es la situación que surge en el evento de la Ley 860 de 2003 frente al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición”
(negrillas para destacar).
Se restringe entonces la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, al cambio de sistema general de seguridad social presentado entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, por presentar este último régimen un promedio de exigencia, en cuanto a cotizaciones, más bajo que el primero, tornándose en este caso, en un exabrupto la no concesión de una pensión cuando se habían cotizado un número mucho mayor a las exigidas, pero en un período distinto al exigido por la Ley.

Sin embargo, como en el tránsito legislativo de la Ley 100 a la 797, los presupuestos, en cuanto a densidad se incrementaron y se adicionó además otro requisito como lo es el de la fidelidad al sistema, no es posible, como regla general,  hablar de condición más beneficiosa, sino que es menester que se cumplan los presupuestos establecidos en esta norma, salvo en aquellos asuntos en los cuales existe un muy breve período de tiempo entre la entrada en vigencia de la rememorada legislación y la fecha de estructuración de la invalidez, como lo ha hecho en sede de tutela, la Corte Constitucional, aunque en aplicación de criterios diferentes a los de la condición más beneficiosa, encaminando el asunto mas bien al principio de la progresividad en la protección de ciertos derechos e inaplicando la legislación vigente, para acudir a una anterior. En pronunciamiento reciente, el máximo órgano guardián de la Constitución expresó:

“Sobre este particular, en apartados anteriores de esta decisión se han expuesto a profundidad los argumentos que ha tenido en cuenta la Corte para concluir, en distintas decisiones, que las modificaciones legislativas al régimen de pensión de invalidez contenidas tanto en la Ley 797/03 como en la Ley 860/03, se muestran injustificadamente regresivas. Ello en la medida que (i) imponen requisitos más gravosos para el acceso a la prestación económica en comento; (ii) no están fundadas en razones suficientes que faculten al Congreso para disminuir el nivel de protección; (iii) afectan con una mayor intensidad a personas que por su avanzada edad y situación de discapacidad, son sujetos de especial protección por parte del Estado; y (iv) no contemplan medidas adicionales que busquen evitar la afectación desproporcionada de los intereses jurídicos de los afiliados al sistema al momento de la modificación legal, entre ellos un régimen de transición. 

En segundo término, para que el amparo constitucional proceda en los casos analizados deberán comprobarse circunstancias de índole fáctica, las cuales tendrán que concurrir ineludiblemente en cada evento concreto, como presupuesto para que el juez de tutela proteja los derechos fundamentales invocados. Así, en primer lugar, en cada caso deberá estarse ante los supuestos que la jurisprudencia constitucional ha previsto para la inminencia de un perjuicio irremediable, habida cuenta que la discusión sobre derechos laborales en un asunto que, de manera general, es de competencia de la jurisdicción ordinaria. Como segunda medida, debe acreditarse que la falta de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez tiene efectos incontrovertibles en términos de vulneración del derecho fundamental al mínimo vital del afiliado. En ese sentido, deberá comprobarse la conexión necesaria entre el pago de la prestación económica y la consecución de las condiciones materiales que garanticen la subsistencia del interesado. De esta manera, en caso que se demuestre que el afiliado cuenta con otras fuentes de ingreso, distintas a la pensión solicitada, el amparo resultará improcedente ante la falta de inminencia de un perjuicio irremediable.

Finalmente, deberá comprobarse por parte del juez constitucional que la aplicación de las normas resultantes del tránsito normativo resulta irrazonable para el caso concreto. Para este efecto, servirán de criterios indicadores de esta afectación, entre otros (i) la cercanía en el tiempo entre la fecha en que se estructura la invalidez y la modificación normativa que impone condiciones más estrictas para el reconocimiento y pago de la prestación; y (ii) el cumplimiento en el caso concreto de las condiciones que exigía la Ley 100/93, en su versión “original”, para que el asegurado tuviera acceso a la pensión de invalidez una vez acaecido el hecho que configura la discapacidad inhabilitante para el empleo”
.(negrillas para destacar)
No hay choque entre una posición y otra, como podría pensarse en un primer momento, pues el enfoque constitucional constituye una morigeración, bajo unos supuestos concretos y en casos específicos, de la perspectiva adoptada por la jurisdicción ordinaria, es decir, se trata simplemente de una armonización  constitucional de la interpretación que debe darse a la vigente legislación, para que se salvaguarden derechos fundamentales de personas que puedan resultar afectadas con la nueva legislación.

Ahora, es indispensable precisar que, dentro del sistema de seguridad social, se pueden presentar modificaciones en cuanto a los requisitos para acceder a las prestaciones económicas, pues los mismos no son inalterables y, antes bien, deben adaptarse a la realidad social que se presente en el momento histórico. Sin embargo, ese mero cambio de presupuestos, no puede entenderse como un cambio del sistema pensional –considerado en sí mismo-, sino que sigue siendo el mismo régimen de pensiones, sólo que con una modificación interna. Precisamente esto es lo que ha ocurrido con la expedición de la Ley 797 de 2003, que impuso mayores requisitos para que el nacimiento de la pensión de sobrevivientes, mas en nada modificó el sistema pensional en su estructura central, es decir, sigue siendo el régimen establecido en la Ley 100 de 1993.

Así las cosas, considera esta Sala de Decisión que el principio de la condición más beneficiosa frente a las prestaciones económicas de invalidez y sobrevivencia, continúa siendo aplicable en aquellos casos en los que en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, se cotizaron más de 300 semanas en toda la vida laboral o 150 semanas en los 6 años anteriores al 1º de abril de 1994 y 150 en las 6 anualidades que prosiguieron a dicha fecha
 y el hecho incapacitante o el deceso, se presentó en vigencia del sistema pensional contenido en la Ley 100 de 1993, porque en todo caso, las exigencias actuales son inferiores a las establecidas en aquel Acuerdo y resultaría altamente lesivo conceder prestaciones a quienes hayan aportado 26 ó 50 semanas en un período determinado y no a quienes hicieron cotizaciones al sistema pensional en cuantía superior a las 300 semanas.     

A manera de conclusión, se puede extractar que:

· La regla general es que la pensión de sobrevivencia se gobierne por la legislación vigente al momento del fallecimiento del afiliado.

· Puede excepcionarse esa regla general, en virtud del principio de la condición más beneficiosa, cuando se trata de un cambio de fondo o sustitución del sistema de seguridad social en pensiones y el nuevo contempla unos requisitos más benevolentes que, sin embargo, no se cumplen, pudiéndose acudir a la normatividad anterior, en vigencia de la cual sí se cumplieron los presupuestos establecidos para causar la gracia pensional.  

· Cuando no se trata de una sustitución del sistema, sino que es un simple cambio de leyes, exigiendo la nueva obra legal mayores presupuestos, es posible que, bajo condiciones especiales de cercanía entre el deceso y el cambio legislativo, se acuda a las normas anteriores, pero no en aplicación de la condición más beneficiosa, sino en virtud del principio de progresividad en la protección de los derechos.
· Estas dos últimas hipótesis, tienen cabida siempre que la ulterior legislación no contemple algún mecanismo de transición, pues de ocurrir esto, esas normas serán las que establezcan la forma de aplicación de la antigua legislación.  

· Las modificaciones en cuanto a requisitos que se hagan al interior de un Estatuto de Seguridad Social, que no afecten su parte estructural, axiológica y básica, no pueden ser tenidos como un nuevo sistema. Así por ejemplo, con la variación que a los presupuestos para acceder a la pensión de sobrevivientes hizo la Ley 797 de 2003, no se varió el sistema implantado con la Ley 100 de 1993.   
Con estas pautas, pasará a analizarse el caso concreto:

La señora Flor Adiela Hernández Bermúdez, falleció el 10 de junio de 2003, tal como consta con la copia del registro civil de defunción aportado al infolio con la demanda –fl. 21-, por lo que la normatividad que debería determinar si sus beneficiarios tienen o no derecho a la pensión de sobrevivientes, es el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, con la modificación incorporada por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que era el cuerpo legal vigente al momento del nacimiento del derecho.

Siguiendo los lineamientos de esa normatividad, la causante, para dejar causado el derecho pensional a sus causahabientes, debió haber efectuado aportes al sistema pensional para los riesgos de IVM, en cantidad de al menos 50 semanas en los 3 años anteriores al deceso, esto es, entre el 10 de junio de 2000 y la misma fecha del 2003, período en el cual, como se evidencia en la Resolución No. 2652 de 2006 –fl. 34 y ss- y se confirma con la historia laboral allegada al infolio –fls. 69 y ss-, la señora Hernández Bermúdez reportaba 0 semanas.

En aplicación del sistema pensional de la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones, las pretensiones de la causahabiente de la señora Flor Adiela serían imprósperas.
Sin embargo, al observar la aludida historia laboral, se logra precisar que al momento de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, la causante había efectuado aportes por un total de 3.379 días, que equivalen a 482,7142 semanas en vigencia el Acuerdo 049 de 1990, por lo que, en virtud del principio de la condición más beneficiosa, la menor Patricia Lucia Lenis Hernández, tiene derecho a disfrutar de la pensión de sobrevivencia, pues tal beneficio –en cuanto a requisitos de densidad de semanas- se había causado estando vigente el sistema pensional implantado en el referido Acuerdo, situación que no puede desconocerse por el solo hecho de que el fallecimiento fuera posterior, como lo hace la dispensadora de justicia a-quo, que en aplicación de una posición exegética, desconoce el principio superior de la condición más beneficiosa.
Así las cosas, se observa que los dispuesto en primera instancia, no se ciñe a los mandatos de optimización establecidos en el texto superior y desarrollados por la Ley, por lo que ha de revocarse la decisión y se reconocerá la pensión de sobrevivientes a favor de la menor Patricia Lucía Lenis Hernández, representada en este caso por su guardadora legítima, a partir del 10 de junio de 2003.

Respecto de las excepciones propuestas por la entidad demandada, se declararán imprósperas todas, de conformidad con lo expuesto en el cuerpo de este proveído, incluida la de prescripción, pues tal fenómeno extintivo no enervó ninguna de las mesadas causadas, pues inicialmente se interrumpió con la presentación de la reclamación administrativa el 29 de noviembre de 2005, según se desprende del texto de la Resolución No. 2652 de 2006 –fl. 34- y posteriormente se presentó la demanda el 1º de julio de 2008 –según sello de reparto visible a folio 20-, es decir, la parte actora no dejó pasar los tres años que establece el artículo 151 de la Codificación Procesal Laboral y de Seguridad Social.

Respecto a los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, debe decirse que los mismos resultan procedentes, pues sin duda que hay un incumplimiento por parte del ente de seguridad social en el pago de las mesadas pensionales respectivas. Al respecto vale la pena citar reciente pronunciamiento del máximo Tribunal de Justicia Laboral:

“La jurisprudencia de esta Sala ha entendido que bajo la expresión ‘en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley’ contenida en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, quedan comprendidas las pensiones que se forman dentro del sistema ya como pensiones de vejez, de invalidez ora de sobrevivientes. 

Y no solamente las que se concedan cumpliendo con los requerimientos de los artículos 31, 33, 39 y 46 de la citada normatividad, sino también aquellas que se formaron en los regímenes anteriores administrados por el Instituto de Seguros Sociales, esto es, las de vejez que quedaron a cargo del Sistema de Seguridad Social Integral que se conceden regidas por las reglas del artículo 36 de la Ley 100 o régimen de transición, por satisfacer los requisitos previstos en los artículos 12 y 25 del Acuerdo 049 de 1990 y causadas en vigencia de la ley 100 de 1993, y las que por interpretación jurisprudencial también quedaron incorporadas al Sistema con el cumplimiento de estas exigencias, dentro de las cuales están comprendidas las pensiones de sobrevivientes como la que se reclama en el sub lite.

Esta Corporación ha tenido la oportunidad de aplicar este criterio, en otras ocasiones en que también se han concedido pensiones de sobrevivientes con invocación del principio de la condición más beneficiosa y se ha declarado procedente la condena a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, entre ellas las de 21 de marzo de 2007 rad. N° 27549 y de 11 de septiembre de 2007 rad. N° 29818. En esta última se dijo textualmente:  

‘De los primeros (intereses moratorios establecida (sic) en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993) se tiene que son procedentes, habida consideración que la pensión de sobrevivientes es una prestación consagrada en dicha normatividad y en el presente caso está (sic) se causó durante su vigencia, pues el señor Libardo de Jesús Ríos de quien la actora deriva el derecho a la misma, falleció el 15 de febrero de 2000)’”
.

Ahora, la imposición de los mismos, no correrá desde la fecha de causación de la pensión de sobrevivientes, sino que habrán de tomarse en consideración, la fecha de solicitud y el término con que contaba el ISS para responder la misma, esto es, 2 meses, conforme al artículo 1º de la Ley 717 de 2001.

Así las cosas, teniendo en cuenta que la petición, como ya se dijo, se elevó el 29 de noviembre de 2005, los intereses moratorios empezaran a contabilizarse desde el 29 de enero de 2006 hasta el momento en que se efectúe el pago de lo adeudado, aplicándose la tasa más alta vigente.

La prosperidad de esta pretensión hace inviable la condena por concepto de indexación.
La condena en costas de ambas instancias, será a cargo del Instituto de los Seguros Sociales, de conformidad con el numeral 4º del artículo 392 del Estatuto Procesal Civil, aplicable por analogía autorizada por el artículo 145 del Código Instrumental en lo Laboral y la Seguridad Social.

Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA
REVOCAR la sentencia que por vía de apelación se ha revisado y en su lugar:
PRIMERO: DECLARAR que la menor PATRICIA LUCÍA LENIS HERNÁNDEZ, representada por su guardadora legítima MARÍA EDILMA  HERNÁNDEZ BERMÚDEZ, tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, en calidad de hija de la señora FLOR ADIELA HERNÁNDEZ BERMÚDEZ, a partir del 10 de junio de 2003.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, se condena al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a que reconozca y pague la pensión de sobrevivientes a la menor Lenis Hernández, desde el 10 de junio de 2003, teniendo en cuenta los incrementos legales por cada anualidad y las mesadas adicionales causadas desde dicha fecha.

TERCERO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales, al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 29 de enero de 2006 y hasta que se satisfaga debidamente la obligación, aplicándose para su liquidación la tasa máxima de interés  moratorio vigente al momento del pago.

CUARTO: Se absuelve al ISS de las demás pretensiones contenidas en la demanda.

QUINTO: Se declaran imprósperas las excepciones propuestas por el Instituto de Seguros Sociales en la contestación de la demanda.

SEXTO: Las costas de ambas instancias estarán a cargo del Instituto de Seguros Sociales.   

Notificación surtida en Estrados.

Cumplido el objeto de la presente diligencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los  Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
                                                                                       (IMPEDIMENTO)
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON                          HERNÁN MEJÍA URIBE 

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria

� Sentencia del 2 de septiembre de 2008. Rad. 32.765. M.P. Dr. EDUARDO LÓPEZ VILLEGAS.


� Sentencia T-043 de 2007


� Al respecto véase la sentencia de la CSJ del 4 de diciembre de 2006 radicado 28893.


� Sentencia de 25 de noviembre de 2008, rad. N° 33164, reiterada en sentencia del 4 de febrero de 2009. Rad. 35.559.
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